
Mujeres gitanas y sistema penal.

EQUIPO BARAÑÍ *.

El proyecto BARAÑÍ pretende resaltar la dureza y despropor-
ción del sistema punitivo, de cuyo extremo rigor son testigos
privilegiadas muchas mujeres gitanas, y la necesidad de encon-
trar otros mecanismos de gestión de los conflictos sociales más
respetuosos con los derechos humanos y con las necesidades
reales de la población criminalizada. Consideramos muy positi-
vo que la sociedad conozca a quién se recluye en sus cárceles.
Mostrar la realidad personal de las reclusas gitanas puede ayu-
dar a los ciudadanos y ciudadanas a cuestionar la imagen
arquetípica del “criminal”, tan irreal como lejana, y a perfilar los
rasgos reales de un grupo de reclusas que representan muy bien
a la mayoría de las personas presas en nuestro país. 

Tras los muros de nuestras cárceles, existen principalmen-
te jóvenes marginados/as, inmigrantes y gitanos y gitanas.
Muchos de ellos/as padecen enfermedades graves, exclusión
laboral y, en bastantes casos, una severa adicción a las drogas
ilegales. La gran mayoría de estas personas no han golpeado,
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* El presente artículo es un resumen del libro titulado “Mujeres gitanas y sistema
penal” que el multidisciplinar Equipo Barañí (Gabriela Hernández, Elixabete Imaz, Teresa
Martín, María Naredo, Begoña Pernas, Aysel Tandogan y Daniel Wagman) realizó a finales
de 2001. Aunque este libro se encuentra disponible a través de diferentes circuitos, hemos
considerado que sus análisis, plasmados en cierta medida en este artículo-resumen, debí-
an estar en este libro. Agradecemos especialmente a Daniel Wagman toda la atención, con-
tactos y materiales que nos facilitó para poder sacar adelante este proyecto.



ni violado, ni por supuesto asesinado, a nadie. Muchas de
estas personas son padres o madres y poseen estrechos lazos
familiares.

En definitiva, conocer de cerca la realidad de estas mujeres
es una importante contribución a la ruptura de la frontera arti-
ficial y extremamente arraigada, que separa a “los que cometen
delitos” de los ciudadanos inocentes. Las cárceles, cada vez más
alejadas y fortificadas, simbolizan esta división, que resulta
esencial para garantizar la obediencia del segundo grupo: de
los ciudadanos inocentes. 1

1. PUNTO DE PARTIDA: EL 25% DE LAS RECLUSAS ESPAÑOLAS SON

GITANAS

Las mujeres gitanas representan aproximadamente el 25% de
las reclusas españolas. Esta estimación, hoy confirmada por nues-
tro estudio, fue el dato que nos impulsó a plantear el Proyecto
BARAÑÍ. Un año de investigación social y de contactos con perso-
nas y grupos que conocen bien la realidad de la comunidad gitana
y los resortes de la estructura punitiva, nos han permitido ahondar
en las causas de los procesos de criminalización de las mujeres
gitanas y en las consecuencias que éstos tienen en sus vidas y, en
definitiva, en la supervivencia de parte de la comunidad gitana.

El conocimiento de la alta tasa de reclusas gitanas en las cár-
celes españolas, punto de partida de este trabajo, nos permite
iniciar este informe con cuatro importantes afirmaciones:

I.— Aproximadamente 1 de cada 4 reclusas españolas es
gitana. De las cerca de cuatro mil reclusas en territorio español,
aproximadamente el 20% lo constituyen las extranjeras y las
reclusas gitanas representan más o menos una cuarta parte del
total de las reclusas españolas. 
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1.- Sobre este tema, ha sido una contribución esencial, el estudio realizado por J.
García-Borés y otros autores: Los no-delincuentes. De cómo los ciudadanos entienden la cri-
minalidad, Fundación “la Caixa” 1994.



II.— La población gitana en España se estima que representa
en torno al 1,4 % del total 2, lo que implica que las mujeres gita-
nas alcanzan una representación en las cárceles españolas que
puede ser hasta 20 veces superior a su presencia en la sociedad. 

III.— La sobrerepresentación de las gitanas en el circuito
penal–penitenciario, supera con creces la que sufren otros
colectivos históricamente discriminados, como la población
negra en EEUU 3 o los aborígenes en Australia 4. Esta superiori-
dad numérica, contrasta con la invisibilidad social de las muje-
res gitanas y con el profundo desconocimiento por parte de la
población en su conjunto de esta realidad discriminatoria. 

IV.— España es el país europeo con mayor porcentaje de
mujeres encarceladas, que representan cerca del 10% de la
población penitenciaria. 
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2.- La población gitana actualmente en España se estima en torno a 650.000 personas,
según datos aportados recientemente por el Secretariado General Gitano (1999).

3.- En EE.UU “en 1995, los 22 millones de adultos negros proporcionaban un contin-
gente de 767.000 detenidos, 999.000 condenados en situación de libertad vigilada y otros
325.000 en libertad condicional, una tasa del 9,4% bajo tutela penal. Entre los blancos esta
tasa era del 1,9% para los 163 millones de adultos”. El encierro de las “clases peligrosas”. Loic
Wacquant en Le Monde Diplomatique (Ed. española), agost/sept 1998. 

4.- En Australia, los aborígenes son encarcelados en una proporción de 12 a 1, con res-
pecto a la población no autóctona, según datos ofrecidos por Michael Tonry en Ethnicity,
Crime, and Inmigration, pag.6; The University of Chicago Press, 1997.

Alemania 2.698 4,1
Austria 345 5,6
Bélgica 382 5,1
Dinamarca 219 6,4
España 3.865 9,6
Finlandia 127 4,2
Francia 2.256 4,2
Italia 2.172 4,4
Inglaterra 1.969 3,8
Escocia 182 3,2

Consejo de Europa, SPACE 92.2. Población reclusa 1er trimestre de 1995.

PAÍSES Mujeres reclusas (nº) Mujeres reclusas (% del total)



Un estudio sobre los reclusos y las reclusas gitanos/as en la
Comunidad de Madrid, realizado por una importante asocia-
ción de defensa de los derechos de la comunidad gitana 5, nos
ha permitido estimar que el número de mujeres encarceladas
en este colectivo se acerca al de los hombres, ya que encontra-
mos que, por cada 6 hombres gitanos encarcelados hay 4 muje-
res reclusas. 

2. POR QUÉ ESTUDIAR LA CRIMINALIZACIÓN DE LAS MUJERES GITANAS

Mujeres gitanas: la “triple” marginación

Las mujeres gitanas, ya antes de iniciar el recorrido por el
sistema penal y penitenciario, soportan una “triple” margina-
ción, que afecta a sus expectativas como personas y a su liber-
tad. Estas mujeres deben hacer frente a las consecuencias deri-
vadas de ser mujer, ser gitana y, en la mayoría de los casos,  de
ser pobre. 

En primer lugar, ser mujeres en una comunidad de fuerte
patriarcado —dentro de una sociedad también sexista— supo-
ne para ellas una gran falta de libertad y una limitación en sus
opciones como personas, en aspectos fundamentales de la vida. 

Por otra parte, estas mujeres llevan a cuestas la histórica dis-
criminación de que es objeto la comunidad gitana desde hace
cinco siglos. Hoy día, el racismo hacia los gitanos y gitanas con-
tinúa totalmente presente en nuestra sociedad. Buena muestra
de ello es la encuesta CIRES 1994 6, según la cual a los/as espa-
ñoles/as les molestaría tener como vecinos, en primer lugar, a
gitanos/as (en un 42,3%), seguidos a gran distancia por los
marroquíes (en un 17,5%) y por los/as africanos/as de raza
negra (en un 11,5%). 
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5.- Secretariado General Gitano. Población gitana en los Centros Penitenciarios de
Madrid, 1996.

6.- Informe CIRES 1994, sobre Actitudes hacia los Inmigrantes. 



Resulta curioso que una comunidad que lleva siglos presen-
te en la escena social española continúe despertando un recha-
zo tan elevado, muy superior al producido por comunidades
recién llegadas. Esta actitud hostil hacia la comunidad gitana,
sin embargo, no es patrimonio exclusivo de la sociedad espa-
ñola. En Europa (especialmente en países como Rumanía,
Bulgaria o Hungría, en los que la tasa de población gitana es
significativa) asistimos a diario a episodios de expulsión, discri-
minación y sobrerrepresentación de los gitanos y gitanas en
cárceles y orfanatos 7.

Otra de las formas de marginación que pesa sobre este
colectivo, añadida a la de ser mujer y gitana, es la económica.
Producto de la negación de su cultura, de la discriminación
laboral y de la creciente prohibición de sus formas de sustento,
gran parte de la comunidad gitana vive situaciones de profun-
da marginación social y económica.

Las mujeres dentro de la comunidad gitana tienen un papel
central en el mantenimiento de la familia. Ello les lleva a traba-
jar, tanto fuera como dentro de casa, combinando y haciendo
compatibles las tareas del hogar, la crianza de los hijos —gene-
ralmente muchos y tempranos—, el cumplimiento de los
encargos del marido y el trabajo fuera de casa, que produce
ingresos imprescindibles para el grupo doméstico.

En momentos de escasez económica la comunidad gitana
ha recurrido a la mendicidad, y esta siempre ha sido ejercida
por mujeres, debido al rechazo de los hombres gitanos hacia
ella 8.

La criminalización y el encarcelamiento se añaden con fre-
cuencia a las circunstancias enumeradas, y completan la espi-
ral de marginación, criminalización y cárcel en la vida de
muchas mujeres gitanas. 
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7.- A raíz de uno de los episodios más “invisibles” de la guerra de Kosovo: la masacre
la comunidad gitana de ese territorio y su éxodo hacia los países vecinos, el periódico The
Economist hace un breve repaso de los agravios que sufre, en la actualidad, la comunidad
gitana en Europa.  (A Gypsy Awakening, en The Economist, 11 sept. 1999). 

8.- La diferencia inquietante. Teresa San Román; Madrid, Siglo XXI, 1991.



La “igualdad de trato” del sistema penal hacia las mujeres
gitanas

El derecho penal tradicionalmente ha tenido como objetivo
prioritario tipificar conductas masculinas. La menor criminali-
zación de las mujeres ha venido más que compensada con
otras formas de control. Es el llamado control informal o con-
trol privado masculino. 

Las principales teorías que se han esbozado para explicar la
menor criminalización de las mujeres pueden resumirse del
siguiente modo: 

I.— Las mujeres delinquen menos que los hombres. Esta
teoría entiende que las mujeres se comportan conforme a la ley
en mayor medida que los hombres. Esta aseveración ha sido
explicada, en primer lugar, a través del rol cultural atribuido a
las mujeres en la sociedad (pasividad, obediencia, cuidado), y
en segundo lugar, por medio de especificidades de tipo biológi-
co. Algunas de estas autoras y autores entienden que existe una
clara dependencia entre la tasa de criminalidad femenina y la
incorporación de las mujeres al mercado laboral. La validez de
esta relación, se pone en entredicho al observar que los países
europeos donde las mujeres han logrado una mayor emancipa-
ción económica (Holanda, Austria, Noruega, Finlandia) son los
que presentan un índice menor de criminalidad femenina.

II.— Las mujeres delinquen en la misma medida que los
hombres, pero obtienen un trato “de favor” en el proceso, por
parte de los operadores (policía, fiscales, jueces/zas). Esta teoría
entiende que en el proceso existen una serie de resortes que per-
miten a muchas mujeres escapar a la respuesta punitiva. Sin
embargo, la “caballerosidad” del sistema penal ha sido rebatida
con diversos estudios sobre la discriminación por razón de sexo
en el sistema judicial, sobre todo en delitos contra las personas 9.
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9.- En este sentido resulta concluyente el estudio La Mujer ante la Administración de
Justicia. El caso del parricidio. Concepción Fdez. Villanueva (et alt.) Editado por el Instituto
de la Mujer en 1988. 



Según estos trabajos, una de las razones de la mayor dureza de la
respuesta judicial ante las mujeres puede ser que el delito supo-
ne, en el caso de éstas, una doble contravención, por una parte
de la ley escrita, pero por otra (la más imperdonable) la del rol
social de sumisión y obediencia. 

III.— El Derecho Penal sirve para perpetuar el statu quo, es
decir, tanto la estructura económica actual, como las relacio-
nes de poder y dominación existentes. Según esta teoría, el
derecho penal es un sistema de control “entre hombres”: de
los que ostentan el poder (político-económico) hacia la mayo-
ría de hombres que están fuera de esta esfera. Esto es lo que
denominan el “control público masculino”. Sin embargo, en la
esfera privada, ambos grupos —poderosos y dominados— tie-
nen la potestad de ejercer un control informal, al margen del
sistema represivo formal, sobre las mujeres. Así se ha tratado de
explicar la interrelación entre sistema capitalista, patriarcado y
derecho penal.

Esta breve referencia a las argumentaciones utilizadas por
las criminólogas feministas y otros autores para explicar la
menor criminalización de las mujeres, sirve para mostrar las
especificidades de las mujeres gitanas ante los procesos de
criminalización. Y es que, las mujeres gitanas sufren con
gran intensidad ambos tipos de control: son criminalizadas
por las instancias formales en un porcentaje cercano al de los
hombres gitanos y sufren en mayor medida que las mujeres
payas el control informal de su comunidad (o control priva-
do masculino). 

Las gitanas viven a diario la negación de los rasgos cultu-
rales de su comunidad —de sus formas de economía, de
vivienda, etc.— y la presión asimiladora de la cultura domi-
nante. Esto hace que los procesos de criminalización dentro
de la comunidad gitana los sufran hombres y mujeres en pro-
porción similar. 

La intensidad de este doble control, que no es nuevo para
las mujeres gitanas, es una de las principales características
que componen su difícil realidad.
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Reclusas gitanas: un ejemplo de desproporción punitiva 

Las mujeres gitanas, no sólo sufren una gran sobrerepresen-
tación en las cárceles españolas. Además, suelen permanecer
encarceladas un tiempo muy elevado. Según los datos del estu-
dio sociológico realizado por nuestro Equipo, las reclusas gita-
nas cumplen una condena media de 6,7 años de prisión, lo que
puede considerarse una larga condena. 

El encarcelamiento por tiempo prolongado conlleva trastor-
nos psicológicos de primer orden. Los autores que han estudia-
do este tema coinciden en señalar que las personas que cum-
plen largas condenas sufren un proceso (que en internados de
más de 10 años se considera irreversible) de desadaptación
social y desidentificación personal 10, a partir del cual las per-
sonas presas entran en un proceso de prisionización o sociali-
zación en la subcultura carcelaria. 

El proceso de desadaptación social de las mujeres gitanas es
aún más pronunciado, ya que en el medio penitenciario des-
aparecen muchos de los elementos de referencia de su comu-
nidad. Además, en mayor medida de lo que ocurre con las
reclusas en general, las gitanas en el momento de ser encarce-
ladas suelen desempeñar un papel de gran responsabilidad en
el ámbito familiar. 

Ello hace que vivan la privación de libertad con gran sensa-
ción de impotencia, al verse imposibilitadas para resolver
(como siempre han hecho) los problemas familiares, que llegan
hasta ellas a través de las comunicaciones con los allegados. 

El cumplimiento de largas condenas por parte de estas
mujeres está teniendo además consecuencias para muchas
más personas. En general, las reclusas gitanas tienen más de
tres hijos a su cargo, y si a esto añadimos que el 62% de estas

172

10.- Clemmer. D. The Prison Community, New York, 1968 y Goffman. E.  Internados.
Ensayos sobre la situación social de los enfermos mentales, Amorrortu, 1984. En nuestro
país, Manzanos, C.  Cárcel y Marginación social. Tercera Prensa, 1992 y Valverde, J. La cár-
cel y sus consecuencias E.Popular, 1991.



mujeres tienen familiares cercanos en la cárcel, podemos con-
cluir que la intervención del aparato punitivo está produciendo
una importante desvertebración familiar y comunitaria. 

Esta desproporción punitiva se agravó a partir de la promul-
gación del Código Penal de 1995, que aumentó las penas de los
delitos por los que están presas el 99’7% de las mujeres gitanas:
los delitos contra la propiedad (39,7%) y de tráfico de drogas
(60%). 

Las mujeres gitanas forman parte del 80% de la población
penitenciaria española que se encuentra en prisión por delitos
relacionados con el tráfico y/o el consumo de drogas ilegales.
Es preciso señalar, que el 49% de las reclusas gitanas son o han
sido consumidoras de drogas, lo que hace que gran parte de los
delitos contra la propiedad cometidos por estas sean funciona-
les con relación a la adicción que presentan.   

En una sociedad como la nuestra, donde el debate sobre la
despenalización del comercio y distribución de drogas sigue
candente y, en la cual, numerosos profesionales de la justicia
se han pronunciado a favor de la legalización controlada,
resulta paradójico el ensañamiento sin precedentes que está
llevando a los “últimos eslabones” de la cadena del comercio
de drogas a cumplir largas penas de cárcel. En muchas ocasio-
nes la venta de pequeñas cantidades de estas sustancias se
emplea para poder costearse la propia adicción o la de un
familiar. 

Otra consideración importante, relacionada con la duración
de las condenas que suelen cumplir las gitanas, es la imposibi-
lidad de estas condenadas a acceder a cualquiera de los susti-
tutivos penales previstos en el Código Penal. Para estas mujeres
no existen alternativas reales a la cárcel. Incluso para aquellas
que carecen de antecedentes penales, será difícil acceder a la
suspensión de condena genérica prevista en el Código Penal,
pues las penas asociadas a los delitos por los que cumplen con-
dena, normalmente superan con creces el límite previsto para
acogerse a este beneficio. 
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3. DE GITANAS CRIMINALES A LA CRIMINALIZACIÓN DE LAS GITANAS

El Proyecto BARAÑÍ parte de una premisa bastante poco
corriente en los estudios sobre criminalidad y cárcel realizados
en nuestro país 11: trasladar la atención del sujeto criminal al
proceso de criminalización. Este cambio de enfoque es fruto de
una decisión consciente que nos ha llevado a buscar las causas
de la alta tasa de mujeres gitanas encarceladas, no ya en las
características del sujeto criminal, (las mujeres gitanas) sino en
las características del proceso de criminalización y en la actua-
ción de las instancias que intervienen en él. 

Esta decisión de partida se asienta en dos ideas básicas: 

• Delito y delincuente son categorías construidas y
• La actuación institucional en el proceso posee un marcado

carácter selectivo 

La construcción del “delito”

Del conjunto de acciones no deseadas en la sociedad
moderna, lo que viene definido como criminalidad es produc-
to de un continuo proceso de selección y definición 12. Aunque
ha habido conductas históricamente consideradas criminales,
como el homicidio o la violencia sexual, incluso en estos casos
la definición de las mismas, o el contexto de responsabilidad
del autor han ido variando a lo largo del tiempo. 

En general, se ha considerado que la primera etapa del pro-
ceso de criminalización es la elaboración del Código Penal. En
esta fase existen tres decisiones extremamente importantes: la
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11.- Como excepción a la premisa generalizada de estudiar al “criminal”, se encuentra
el mencionado estudio Los no-delincuentes. De cómo los ciudadanos entienden la crimina-
lidad. 1994. J. García-Borés y otros autores, que invierte los términos y “deja de lado a
quien comete actos delictivos, bajo la opinión de que si verdaderamente preocupa el cri-
men, probablemente convenga dejar de hablar del criminal para atender a la criminali-
dad” (pag. 40).

12.- Criminalità come mito quotidiano. H.Hess, en Dei delitti e delle pene 2/1986 (pag
187-213).



definición de lo delictivo, la definición de la reacción punitiva y
la definición de las excepciones a esa reacción punitiva, esto es,
de las llamadas alternativas a la cárcel. 

En el Código Penal de 1995, los delitos contra la propiedad y
el tráfico de drogas,  aumentaron considerablemente sus penas
con respecto al antiguo Texto. Estos son precisamente los deli-
tos por los que se recluye a más del 80% de las personas presas
en nuestro país. Y las mujeres gitanas criminalizadas forman
parte de este nutrido grupo. 

Aunque está por hacer un estudio sobre el perfil del/la
beneficiario/a de las medidas alternativas a la cárcel, el Código
Penal nos proporciona datos suficientes para afirmar que las
personas que logran beneficiarse de estas “tímidas” medidas
no pertenecen al mencionado 80%. El arresto de fin de semana,
la multa o el trabajo en beneficio de la comunidad están veta-
dos a los llamados “reos habituales”, que son aquellos que
cometan “tres o más delitos de los comprendidos en un mismo
Capítulo, en un plazo no superior a cinco años, y hayan sido
condenados por ello” 13. En general los condenados por delitos
contra la propiedad y de trafico de drogas, tampoco podrán
acceder a las medidas alternativas previstas, pues en la mayor
parte de los casos, la pena impuesta supera el máximo permiti-
do para acceder a ellas.

La construcción del “delincuente”

El altísimo índice de criminalidad oscura (según la informa-
ción aportada por diversos estudios de victimización, en torno
al 90% de los delitos cometidos no son perseguidos) pone de
manifiesto que sólo se persigue una cuota marginal de accio-
nes delictivas. De este modo el retrato social del delincuente,
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13.- Es algo parecido a lo que sucede en Estados Unidos, donde, en clara alusión a la
regla del béisbol “tres strikes y estás fuera”, las personas con más de dos antecedentes tie-
nen prohibida cualquier alternativa o recurso judicial para eludir la cárcel e incluso han de
soportar la cadena perpetua sin posibilidad de recurso.



realizado tomando como base esa escasa cuota de delitos per-
seguidos, no se corresponde con la realidad, resulta inexacto. 

Sin embargo, como hemos adelantado más arriba, uno de
los mitos más arraigados en nuestra sociedad es la existencia
de una nítida frontera que separa claramente a los que cometen
delitos, de los ciudadanos y ciudadanas que no lo hacen. Un fis-
cal entrevistado durante la realización del trabajo de campo del
estudio, llega a admitir que “existen delitos cometidos por gente
que no es delincuente”. Esta frase ejemplifica la escasa impor-
tancia que tiene el hecho de cometer delitos, en la construcción
social del delincuente. 

El amplio volumen de criminalidad que, o no se persigue o
no se penaliza, nos permite cuestionar, tanto la nitidez de la
frontera entre quienes están representados en el sistema penal
y quienes no lo están, como la veracidad del retrato del “crimi-
nal”, presente en el imaginario colectivo y fomentado a diario
por los medios de comunicación. Sólo la puesta en cuestión de
esa separación, tan falsa como artificial, nos va a permitir apro-
ximarnos a las múltiples decisiones y circunstancias que con-
forman el proceso de criminalización de una persona o de un
grupo social. 

Porque todo esto nos lleva a considerar que el estudio del
ambiente, de las motivaciones o del comportamiento de las
personas criminalizadas tiene poca relevancia, frente a lo deci-
sivo de este proceso que es la intervención de las instancias de
control penal.

El carácter selectivo de las instancias de control penal

La mayoría abrumadora de personas excluidas entre los
condenados y condenadas, es una de las muchas luces de aler-
ta que nos indican que el proceso de criminalización seleccio-
na a las personas más desfavorecidas, desde el punto de vista
socioeconómico. En concreto, la política de lucha contra la
droga, sirve muy bien de “biombo” tras el que se oculta “una
verdadera guerra contra los componentes de la población per-
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cibidos como los menos útiles para la sociedad” 14: parados, sin
papeles, vagabundos y, por supuesto, gitanos y gitanas 15. 

Existen afortunadamente cada vez más estudios e informes
sobre la situación de las personas presas en las cárceles espa-
ñolas. Sin embargo, en ellos no se suele cuestionar el proceso
en virtud del cual las personas llegan hasta la cárcel. También
existen estudios sobre colectivos marginados, que pocas veces
inciden sobre su relación con el sistema de control social. 

En suma, lo habitual es hablar del punto de partida y de lle-
gada, pero no se suele sacar a la luz el proceso a través del cual
el sistema penal y penitenciario selecciona a sus “usuarios/as”.
En el caso de las mujeres gitanas, al igual que en el de la pobla-
ción negra en EEUU, la existencia de un fuerte proceso selecti-
vo se deriva de la desproporcionada representación de estos
grupos sociales entre la población penitenciaria. El único argu-
mento que se puede oponer a la existencia de un fuerte compo-
nente selectivo en el proceso, es la mayor actuación criminal de
estos grupos sociales. Sin embargo, la abultada cifra oscura,
superior al 90% 16 en los delitos que llevan a la cárcel a las muje-
res gitanas (contra la propiedad y de tráfico de drogas) pone de
manifiesto la existencia de indicios de una actuación selectiva,
ya que la tasa de mujeres gitanas en la cifra oscura es obvio
pensar que será muy inferior al de criminalizadas. 

La actuación de los agentes de control social y las posibili-
dades de defensa de las personas dentro del proceso, hacen
que finalmente sólo una pequeña parte de quienes cometen
acciones definidas como delito, lleguen a completar el recorri-
do criminalizador.
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14.- N.Christie, Crime Control as a Industry: Toward Gulags, Western Style. Londres,
Routledge. 1994.

15.- Loïc Wacquant, en La tentation pénale en Europe, Actes de la Recherche en
Sciences Sociales, nº 124/1998, constata la paulatina sustitución que se está produciendo
en Europa, “de un semi-Estado del Bienestar, por un Estado penal y policial, en el cual, la
criminalización de la miseria y el encierro de las categorías desheredas ocupan el lugar de
la política social”.

16.- El término “cifra oscura” hace referencia a la cantidad de conductas delictivas
producidas y no perseguidas por las instancias de control formal.



El control policial, mayor en unas zonas que en otras y, den-
tro de ellas, más intenso frente a unos grupos sociales, es una
decisión política que afecta de un modo significativo a la sobre-
representación de determinados grupos en el proceso. A partir
de las entrevistas realizas a trabajadores sociales de los lugares
de residencia de un buen número de población gitana de
Madrid, hemos podido conocer la gran presión policial que
soportan los habitantes de estos asentamientos. Vigilancia que
ha sido calificada por uno de los profesionales entrevistados de
“estado de excepción” en algunos casos. 

Ya dentro del proceso policial y judicial, las posibilidades de
defensa y la pertenencia a un grupo social “etiquetado” como
delincuente, son dos circunstancias que van a marcar la salida
o la permanencia en el proceso. Las prácticas judiciales en apa-
riencia más neutras y rutinarias, tienden sistemáticamente a
desfavorecer a determinados colectivos, en función de su etnia
y su clase social. 

4. EL PROBLEMA DE ESTUDIAR A UN COLECTIVO INVISIBLE

Una de las características de las mujeres gitanas es su invisi-
bilidad en nuestra sociedad, similar a la que sufre el colectivo
general de las personas presas. Ello hace que el colectivo de
reclusas gitanas sufra esta característica por partida doble. Es
sorprendente que, a excepción del estudio sobre reclusos y
reclusas gitanos/as en la Comunidad de Madrid, realizado por
la Fundación Secretariado General Gitano (que no fue publica-
do), no exista ningún otro grupo o persona que haya investiga-
do esta problemática concreta. El carácter pionero de nuestro
proyecto ha supuesto una dificultad añadida debido a la ausen-
cia de datos y estudios precedentes. 

A esto hemos de añadir la ausencia de datos oficiales sobre
la condición de gitanas/os de los reclusos y reclusas, en cum-
plimiento del principio constitucional de no discriminación.
La ausencia de este tipo de datos no impide, no obstante, la
diferencia de trato en el día a día, que acompaña a las mujeres
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gitanas durante todo el proceso de criminalización. Sin embar-
go, sí dificulta la toma de conciencia de la opinión pública
sobre el altísimo porcentaje de gitanas en prisión y la realiza-
ción de programas y actividades para mujeres gitanas, que ven-
gan a cubrir sus necesidades específicas.
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